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gún aporte argumental de crítica de la resolución recurrida,
y como si esa resolución no hubiera existido.

Se impone, por tanto, el rechazo del recurso por la propia
fundamentación de la resolución del recurso de alzada admi-
nistrativo previo, que esta Sala hace explícitamente suya, dán-
dola aquí por reproducida.”

También podría citarse la Sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de La Rioja, Sala de lo Contencioso-Administrativo,
de 7 de septiembre de 1996, en la que se recoge la línea
jurisprudencial del Tribunal Supremo ut supra citada:

“Frente a dicha resolución de inadmisión del recurso de
alzada planteado, el recurrente se limita a reproducir los argu-
mentos alegados en el recurso formulado en vía administrativa
contra la Resolución del Director Provincial de Trabajo y Segu-
ridad Social de La Rioja, de fecha 28 febrero 1994.

Ante esta postura adoptada por el actor en su demanda,
debe recordarse que es criterio de esta Sala, recogiendo el
expuesto por las Sentencias del Tribunal Supremo de fechas
9 de marzo y 1 de octubre 1992 (RJ 1992\1902 y RJ
1992\7771), de que la simple actitud de reproducir en vía
jurisdiccional las alegaciones y argumentos analizados y recha-
zados en la resolución recurrida, sin tratar de impugnar su
fundamentación, supone sin duda un vacío de fundamenta-
ciones del recurso contencioso-administrativo, en cuanto en
él se está impugnando un acto concreto, suficiente para deses-
timar, por las propias argumentaciones de aquél, el recurso
contencioso-administrativo formulado.”

V I

La línea jurisprudencial mantenida por el Tribunal Supre-
mo, referida a la vía jurisdiccional (recurso contencioso-ad-
ministrativo), sería plenamente aplicable a la fase de recurso
administrativo (recurso de alzada) en supuestos en que, como
ocurre en el presente, la resolución recurrida da una exhaustiva
respuesta a cada una de las argumentaciones argüidas en
fase procedimental, limitándose el recurrente a reproducir en
el presente recurso de alzada las alegaciones y argumentos
rebatidos suficiente y adecuadamente en la resolución recurri-
da, sin tratar de impugnar su fundamentación; de ahí que
en tales circunstancias, baste con hacer propias, como aquí
hacemos, las argumentaciones no desvirtuadas de la reso-
lución recurrida, para desestimar sólo con base en ellas el
presente recurso de alzada, conservando, por tanto, todo su
vigor argumental las precisas argumentaciones de la Reso-
lución recurrida, que hemos de dar aquí por reproducidas.

En cuanto a la definición del tipo, la instalación de la
máquina de referencia sin el correspondiente boletín de ins-
talación para el citado establecimiento, deslegitima su explo-
tación en el mismo, conculcado los artículos 25.4 y 29.1
de la Ley 2/86 de Juego y Apuestas de la C.A. de Andalucía,
en relación con el artículo 53.1 del Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar; quedando como corolario de lo expuesto,
incólume el principio de Tipicidad, ya que la presente infracción
se subsume en el tipo definido en los dos preceptos legales
ut supra citados, revistiendo el carácter de Grave de acuerdo
con lo establecido en el citado artículo 29.1.

En lo atinente a los criterios de dosimetría punitiva obser-
vados a la hora de graduar la sanción impuesta, las circuns-
tancias concretas del caso pueden servir, como ha ocurrido
en el presente supuesto, para realizar una valoración pon-
derada de la sanción a imponer, graduando la debida ade-
cuación entre la gravedad del hecho constitutivo de la infrac-
ción y la sanción aplicada, como así se requiere en el art.
131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el artículo
55.2 del Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar,
aprobado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre.

En lo que se refiere a la suspensión solicitada, sería de
aplicación el artículo 138.3 de la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, a cuyo tenor: “La resolución será ejecutiva cuando
ponga fin a la vía administrativa”, causando estado la reso-
lución impugnada mediante la resolución del presente recurso,
al amparo de lo dispuesto en el artículo 109 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, y 48 de la Ley 6/1983, de 21 de julio.

Todo lo expresado hasta ahora, conlleva la necesidad de
confirmar la sanción impuesta por ser acorde con la infracción
cometida.

En mérito de cuanto antecede, vista la fundamentación
argumentada en la Propuesta de Resolución y en la Resolución
del expediente de referencia contra las alegaciones argüidas
en fase procedimental, las alegaciones vertidas en el presente
recurso, reiteración de las aducidas en la fase administrativa
previa en las que no se ataca la fundamentación que en res-
puesta de las mismas se hizo en la resolución recurrida, la
Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, el Reglamento de Máquinas Recrea-
tivas y de Azar, aprobado por Decreto 491/96, de 19 de
noviembre, y demás normas de general y especial aplicación,
Resuelvo Desestimar el recurso interpuesto, confirmando la
resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.S., El Viceconsejero,
Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 1 de octubre de 2002.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 12 de julio de 2002, de la Direc-
ción General de Política Interior, por la que se hace
pública la concesión de subvenciones a municipios de
la Comunidad Autónoma de Andalucía por importe total
de 815.587,47 (ochocientos quince mil quinientos
ochenta y siete con cuarenta y siete) euros para la
implantación y mantenimiento de los Planes de Pro-
tección Civil de ámbito municipal (Planes de Emer-
gencia Municipal).

Ver esta disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo número

RESOLUCION de 3 de octubre de 2002, de la
Dirección General de Consumo, por la que se conceden
subvenciones a las Entidades Locales andaluzas para
el funcionamiento y equipamiento de las Juntas Arbi-
trales de Consumo de ámbito local para el año 2002.

Conforme a lo dispuesto en el art. 13 del Decre-
to 254/2001, de 20 de noviembre, por el que se aprueba
el Reglamento por el que se regulan los procedimientos para
la concesión de subvenciones y ayudas públicas por la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía y sus Organismos Autó-
nomos y su régimen jurídico, esta Dirección General ha resuelto
conceder las subvenciones que se indican en el Anexo de
acuerdo con lo dispuesto en la Orden de 1 de febrero de
2002, por la que se regula la concesión de subvenciones
destinadas a las Entidades Locales andaluzas para el fun-
cionamiento y equipamiento de las Juntas Arbitrales de Con-
sumo de ámbito local (BOJA núm. 26, de 2 de marzo) y
Resolución de 4 de marzo de 2002 de convocatoria para el
año 2002 (BOJA núm. 36, de 26 de marzo).

El plazo de ejecución será el año 2002 y la financiación
se realizará con cargo a los créditos consignados para gastos
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corrientes y gastos de inversión en las aplicaciones presu-
puestarias 01.11.00.01.00.466.00.44H.2 y 01.11.00.01.
00.767.01.44H.7, respectivamente, del presupuesto de la
Consejería de Gobernación.

La forma de pago y justificación del mismo se realizará
conforme a lo establecido en el artículo 11 de la Orden de
referencia y en el Título VIII de la Ley 5/83, de 19 de julio,
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma
de Andalucía.

Son obligaciones del beneficiario de la subvención:

1. Realizar la actividad subvencionada en la forma y plazos
establecidos.

2. Justificar ante la entidad concedente la realización de
la actividad, así como el cumplimiento de los requisitos y
condiciones que determinen la concesión o disfrute de la
subvención.

3. El sometimiento a las actuaciones de comprobación
de la Dirección General de Consumo, en cumplimiento del
art. 108.h) de la Ley General de Hacienda Pública y del
art. 18.10 de la Ley 14/2001, de 26 de diciembre, por la
que se aprueba el Presupuesto de la Comunidad Autónoma
de Andalucía para 2002.

4. Comunicar a la Dirección General de Consumo la obten-
ción de subvenciones o ayudas para la misma finalidad, pro-
cedentes de cualquier Administración o Ente público o pri-
vados, nacional o internacional, en el plazo máximo de 15
días desde la notificación de las mismas, así como toda alte-
ración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión
de la subvención, en el plazo de 15 días desde que la alteración
se produzca.

5. Acreditar, previamente al cobro de la subvención, que
se encuentra al corriente de sus obligaciones fiscales con la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como que no es deu-
dor de la misma por cualquier otro ingreso de Derecho Público.

6. Hacer constar en toda información o publicidad que
se efectúe de la actividad u objeto de la subvención, de con-
formidad con el art. 18.11 de la Ley 14/2001, de 26 de
diciembre, que la misma está subvencionada por la Junta
de Andalucía, indicando la Consejería y Dirección General que
la ha concedido, en la forma que reglamentariamente se
establezca.

Modificación de la concesión:

Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para
la concesión de una subvención y, en todo caso, la obtención
concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras
Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales o
no, podrán dar lugar a la modificación de la Resolución de
Concesión, siendo competente para resolver dicha incidencia
la Dirección General de Consumo, que, asimismo, resolverá
los expedientes de pérdida de la subvención concedida, por
incumplimiento de sus condiciones y, si procede, de reintegros,
por delegación del Consejero.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de reposición ante la
Dirección General de Consumo en el plazo de un mes, a contar
desde el día siguiente de su notificación o publicación o direc-
tamente recurso contencioso-administrativo ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía en Sevilla en el plazo de dos meses, a contar
a partir del día siguiente al de su notificación o publicación,
de conformidad con lo establecido en los artículos 10.1.a)
y 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 3 de octubre de 2002.- La Directora General,
Elia Rosa Maldonado Maldonado.

RESOLUCION de 17 de septiembre de 2002, de
la Delegación del Gobierno de Jaén, por la que se dis-
pone la publicación del trámite de subsanación de la
documentación presentada por las Asociaciones de
Consumidores y Usuarios solicitantes de las subven-
ciones para la realización de actividades en el marco
de Convenios con las Entidades Locales de Andalucía.

Vista la Orden de 20 de mayo de 2002 (BOJA núm. 73,
de 22 de junio de 2002), por la que se regulan y convocan
subvenciones a Asociaciones de Consumidores y Usuarios para
la realización de actividades en el marco de Convenios con
las Entidades Locales de Andalucía, y fundamentado en los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. En la Disposición mencionada se establecen el
lugar y plazo de presentación de solicitudes, así como la docu-
mentación a aportar por las Asociaciones de Consumidores.

Segundo. Comprobadas y examinadas las solicitudes pre-
sentadas en plazo por las Asociaciones de Consumidores y
Usuarios que se indican mediante Anexo a la presente, la
documentación aportada adolece de vicios que han de ser
subsanados en el sentido que exige la Orden de convocatoria.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. El artículo 71.1 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común (modificada
por la Ley 4/1999, de 13 de enero), regula el trámite de
subsanación y mejora de las solicitudes presentadas por los
interesados.

Segundo. La Orden de la Consejería de Gobernación de
20 de mayo de 2002 (BOJA núm. 73, de 22 de junio de
2002), en relación con lo dispuesto en el artículo 11.4 del
Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, que aprueba el Regla-
mento por el que se regulan los procedimientos para la con-
cesión de subvenciones por la Administración de la Junta de
Andalucía y sus Organismos Autónomos y su régimen jurídico,
establece que si la solicitud no reuniera los requisitos exigidos
o no se acompañasen los documentos preceptivos, se requerirá
al interesado para que, en el plazo de diez días, subsane
la falta o acompañe los documentos preceptivos, así como
que los requerimientos de subsanación de errores que deban
ser realizados se publicarán en el tablón de anuncios de la
Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía, publicán-
dose, asimismo, un extracto del contenido del acto en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía (BOJA), indicando el tablón
donde se encuentra expuesto el contenido íntegro.

Tercero. El artículo 59.5.b) de la Ley 30/1992 dispone
la publicación de los actos integrantes de un procedimiento
selectivo o de concurrencia competitiva de cualquier tipo.

A la vista de lo anteriormente expuesto, esta Delegación
del Gobierno

R E S U E L V E

Primero. Requerir a cada una de las Asociaciones de Con-
sumidores y Usuarios indicadas en el Anexo para que en el
plazo de diez días, a contar desde el siguiente al de la publi-
cación en el BOJA del presente acto, procedan a la subsanación
de errores según se contempla en el art. 6 de la Orden de
referencia, a cuyo fin el contenido íntegro del mismo con la
documentación requerida o errores a subsanar se encontrará
expuesto en el tablón de anuncios de la Delegación del Gobier-


